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Radicado: 11001-03-15-000-2021-00399-00
Demandante: Jesusita Zabala de Londoño

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., diez (10) de febrero de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-00399-00

Demandante:
JESUSITA ZABALA DE LONDOÑO
Demandado:
CONSEJO DE ESTADO - SECCION SEGUNDA - SUBSECCIÓN B
Tema:            Tutela por presunta mora judicial – sujeto de especial protección constitucional
AUTO ADMISORIO 
I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado el 28 de enero del 2021 al correo electrónico de la Secretaría General de esta Corporación, la señora Jesusita Zabala de Londoño, actuando por conducto de apoderado judicial, presentó acción de tutela contra el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, con el fin de que sean amparados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, al mínimo vital, a la igualdad y de acceso a la administración de justicia.
2. La parte accionante consideró vulneradas dichas garantías constitucionales, con ocasión del hecho consistente en que el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B a la fecha de presentación de esta acción de tutela, no le ha otorgado la prelación del fallo que solicitó mediante la petición enviada el 29 de octubre de 2020, respecto del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, con radicado N° 25000-23-25-000-2011-01185-00 y 25000-23-25-000-2012-01113-00 (acumulados), el cual cursa en dicho despacho judicial y está pendiente de resolverse la segunda instancia. 
3. Se tiene que, en dicho proceso judicial se discute el derecho a la sustitución pensional de la señora Jesusita Zabala de Londoño, en calidad de esposa, y, de Leticia Parra Álzate, quien alega su condición de compañera permanente, con ocasión del fallecimiento del señor José Ignacio Londoño Uribe, quien en vida percibía una pensión de jubilación otorgada por el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República – Fonprecon -. 
4. Así mismo, la parte actora alegó que es sujeto de especial protección ya que en la actualidad cuenta con más de 75 años, situación que la clasifica dentro del grupo de población vulnerable por su avanzada edad. Agregó que, padece múltiples patologías complejas de salud que la aquejan constantemente como hipertensión, diverticulitis, pólipos en el colon, daño cervical y tratamiento psiquiátrico por depresión, las cuales para su edad la convierten en una paciente de alta complejidad que debe someterse a tratamientos médicos constantes y rigurosos. Frente a dichos padecimientos la actora adjuntó su historia clínica, la cual obra en el expediente digital de tutela.
5. Concluyó que, en caso de no dictarse el fallo con la mayor prontitud, posiblemente nunca podrá ser beneficiaria de la pensión de jubilación que en vida percibía su esposo, el señor José Ignacio Londoño Uribe, “como ha ocurrido en estos casi 10 años de batalla legal y moral frente a su entorno social que ha tenido que librar mi poderdante por lo cual se solicita atentamente se conceda el beneficio de prelación de fallo”.
1.2. Pretensiones

6. Con base en lo anterior, la parte accionante solicitó el amparo de sus derechos fundamentales y como consecuencia de lo anterior, reclamó lo siguiente: 
“(…) ordene la prelación de turno, concediéndosele el derecho como sujeto de especial protección para que se dicte decisión de segunda instancia en un término de tiempo prioritario, que garantice un fallo en máximo de 30 días o el tiempo mínimo que consideren los Honorables Magistrados por la alta vulnerabilidad a la que está expuesta en todos los aspectos la tutelante, accediendo a un turno preferente en la lista para obtener un fallo oportuno que solucione y modifique su situación de vulnerabilidad al acceder a la sustitución pensional como cónyuge supérstite de la que es acreedora, prevaleciendo en este caso su derecho a la dignidad humana, al mínimo vital y la tutela jurisdiccional efectiva de sus derechos conforme al debido proceso en tiempo razonable y al derecho constitucional a la igualdad, en el entendido que se expone en la siguiente pretensión. 

2. Que tal como se expone en los fallos anexos a la presente tutela, se conceda de la misma forma el derecho a la prelación de fallo para la señora Jesusita Zabala de Londoño, en condiciones de igualdad, tal como lo ordena el artículo 13 de la Constitución Política y de la misma forma como lo estipula el artículo 10 de ley 1437 del 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, frente a la equiparación de la jurisprudencia, en el sano entendido que esta corporación ha concedido el derecho de prelación de fallo a personas que habiendo demostrado su condición de vulnerabilidad que además está ligada directamente a la mora judicial, se ha modificado en estos casos la lista de turnos para garantizar los derechos tutelados, según sentencias que se relacionan en este escrito en ARGUMENTOS JURISPRUDENCIALES”. (Negritas propias).
II. CONSIDERACIONES

2.1. Cuestión previa

7. Con ocasión del contagio a gran escala de la pandemia del Covid-19 y el aumento de ocupación en las unidades de cuidado Intensivo del país, el Consejo Superior de la Judicatura ha recomendado a los titulares de los despachos judiciales que implementen medidas que beneficien el trabajo en casa, a través de las plataformas tecnológicas institucionales, con el fin de preservar la salud e integridad de los funcionarios de la Rama Judicial, así como de los usuarios de la administración de justicia. En el Consejo de Estado se crearon correos electrónicos exclusivos para la interacción de los ciudadanos y se implementó el sistema de gestión judicial SAMAI
, lo que ha permitido que las funciones del máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se sigan desarrollando de manera virtual. 

2.2. Competencia

8. El Consejo de Estado es competente para conocer de la demanda presentada por la señora Jesusita Zabala de Londoño, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 86 de la Constitución Política, artículo 37
 del Decreto Ley 2591 de 1991 y el numeral 7° del artículo 2.2.3.1.2.1.
 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017.

9. Lo anterior, por cuanto la acción de tutela se dirige contra el Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B y, por tanto, debe aplicarse el numeral 7° de dicha norma.
10. Igualmente, este Despacho como integrante de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para pronunciarse sobre la admisión de la demanda de tutela, en virtud de lo dispuesto en el artículo 35
 del Código General del Proceso, aplicable al trámite del vocativo de la referencia por la remisión establecida en el artículo 2.2.3.1.1.3.
 del Decreto 1069 de 2015. 

2.3. Sujetos de especial protección constitucional 

11. En lo que respecta a la condición de sujetos de especial protección
, la Corte Constitucional lo ha definido como aquellas personas que, debido a condiciones particulares, a saber, físicas, psicológicas o sociales, merecen un amparo reforzado en aras de lograr una igualdad real y efectiva. 

12. En ese sentido, ha establecido que entre los grupos de especial protección se encuentran los niños, los adolescentes, los ancianos, los disminuidos físicos, síquicos y sensoriales, las mujeres cabeza de familia, las personas desplazadas por la violencia, aquellas que se encuentran en extrema pobreza y “todas aquellas personas que por su situación de debilidad manifiesta se ubican en una posición de desigualdad material con respecto al resto de la población; motivo por el cual considera que la pertenencia a estos grupos poblacionales tiene una incidencia directa en la intensidad de la evaluación del perjuicio, habida cuenta que las condiciones de debilidad manifiesta obligan a un tratamiento preferencial en términos de acceso a los mecanismos judiciales de protección de derechos, a fin de garantizar la igualdad material a través de discriminaciones afirmativas a favor de los grupos mencionados
”.

13. Lo anterior encuentra su fundamento en la Constitución Política que, en los artículos 13 y 44, impone la obligación de promover condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, creando garantías para los grupos marginados. 

2.4. Razones para ordenar el decreto de pruebas
14. Bajo en entendido de que la finalidad más importante que debe caracterizar la actividad probatoria “es llevar probanzas que presten algún servicio en el proceso para la convicción del juez”
, este Despacho considera que, en el caso concreto, resulta necesario decretar de oficio la práctica de una serie de pruebas con el fin de acreditar si existe vulneración al núcleo esencial de los derechos fundamentales invocados por la señora Zabala de Londoño, en especial al mínimo vital
, teniendo en cuenta que la misma alega ser un sujeto de especial protección, no solo por pertenecer a la tercera edad sino por sus múltiples padecimientos de salud.
15. Lo anterior encuentra sustento normativo en la acción de tutela en el artículo 169
 del Código General del Proceso, aplicable al caso por remisión expresa del artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 de 2015.
16. De tal manera, las pruebas en mención son las siguientes:

i) Se oficiará a la Secretaría de la Sección Segunda del Consejo de Estado para que en el término improrrogable y perentorio de tres (3) días, contados a partir de la notificación de la presente providencia, allegue un informe detallado en el que se indique cuándo entró el expediente ordinario al despacho para resolver sobre el recurso de apelación que elevó la señora Leticia Parra Alzate contra la sentencia del 26 de abril de 2018. Así mismo, deberá certificar si la señora Jesusita Zabala de Londoño presentó solicitud de prelación de fallo y el trámite que se la ha impartido a la misma. Por último, el despacho que tenga a su cargo la sustanciación del proceso deberá indicar el turno que tiene el proceso referenciado para fallo, el número de procesos que se encuentran en el mismo estado procesal y las razones por las cuales no se ha proferido el mismo, allegando las pruebas pruebas respectivas. 
ii) Se requerirá a la accionante para que informe: i) si percibe mesada pensional propia o en sustitución y en caso afirmativo por qué valor; ii) si tiene otros ingresos de los cuales derive su sustento; iii) si depende económicamente de alguien o si alguien depende económicamente de la actora, con sus respectivos soportes. 

2.5. Admisión de la demanda
17. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 1983 del 2017 se dispone:
PRIMERO: ADMITIR la demanda incoada por la señora Jesusita Zabala de Londoño, en ejercicio de la acción de tutela.  
SEGUNDO: NOTIFICAR de la existencia de la presente acción a los Magistrados del Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, como autoridad judicial accionada, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha de su recibo, se refieran a sus fundamentos y puedan allegar las pruebas y rendir los informes que consideren pertinentes.
TERCERO: VINCULAR en calidad de terceros con interés jurídico legítimo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección E, al Fondo de Previsión Social del Congreso de la República – Fonprecon, a la señora Leticia Parra Álzate, sujetos procesales que hacen parte del proceso ordinario.
Así mismo, se ordena la publicación de esta providencia en la página web del Consejo de Estado y del del Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección E, para que los sujetos que consideren tener algún interés en las resultas de este proceso, en el término de tres (3) días contados a partir de la publicación, puedan intervenir en la actuación.
CUARTO: OFICIAR  a la Secretaría de la Sección Segunda del Consejo de Estado para que en el término improrrogable y perentorio de tres (3) días, contados a partir de la notificación de la presente providencia, allegue un informe detallado en el que se indique cuándo entró el expediente de nulidad y restablecimiento del derecho con radicado N° 25000-23-25-000-2011-01185-00 y 25000-23-25-000-2012-01113-00 (acumulados) al despacho para resolver sobre el recurso de apelación que elevó la señora Leticia Parra Alzate contra la sentencia del 26 de abril de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección E.

Así mismo, deberá certificar si la señora Jesusita Zabala de Londoñó presentó solicitud de prelación de fallo y el trámite que se la ha impartido a la misma. 

Por su parte, el despacho que tenga a su cargo la sustanciación del proceso deberá indicar el turno que tiene el proceso referenciado para fallo, el número de procesos que se encuentran en el mismo estado procesal y las razones por las cuales no se ha proferido el mismo, allegando las pruebas que lo acrediten. 
QUINTO: REQUERIR a la señora Jesusita Zabala de Londoño para que informe: i) si percibe mesada pensional propia o en sustitución y en caso afirmativo por qué valor; ii) si tiene otros ingresos de los cuales derive su sustento; iii) si depende económicamente de alguien o si alguien depende económicamente de la actora. Para los efectos de este requerimiento la accionante debe presentar los soportes correspondientes, entre los cuales se encuentra la declaración de renta en el evento de estar obligada a ello. Lo anterior a efectos de que este juez constitucional pueda verificar si el mínimo vital de la actora se encuentra vulnerado y adoptar las medidas de protección que resulten necesarias. 
SEXTO: ADVERTIR que, de no cumplirse con el requerimiento, se utilizarán por este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 1564 de 2012.
SÉPTIMO: TENER como pruebas, con el valor legal que les corresponda, los documentos relacionados y allegados con la demanda.
OCTAVO: NOTIFICAR a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en los términos y para los efectos previstos en el artículo 610 del Código General del Proceso.
NOVENO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar, al abogado Oscar Iván Cardona Montoya, en calidad de apoderado judicial de la señora Zabala de Londoño, en los estrictos términos del poder obrante en el expediente digital.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
ROCÍO ARAÚJO OÑATE



Magistrada

� “SAMAI es un aplicativo web producto de la innovación interna, que recoge las necesidades y las buenas prácticas de gestión judicial; permite gestionar y controlar un expediente judicial desde su inicio hasta su terminación; la incorporación de los antecedentes del expediente digitalizados; notificaciones electrónicas; la participación de sujetos procesales autorizados y el trámite de los expedientes dentro cada despacho; integra en una sola aplicación funcionalidades dispersas y brinda un tablero de control al servidor judicial para el seguimiento de su despacho. Integra otros sistemas internos como la gestión de personal y el sistema de relatoría (…)”


� “ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA.  Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.


El que interponga la acción de tutela deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos y derechos. Al recibir la solicitud, se le advertirá sobre las consecuencias penales del falso testimonio.


<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás medios de comunicación serán competentes los jueces de circuito del lugar”.


� “ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:


(…)


7. Las acciones de tutela dirigidas contra la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a la misma Corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 2.2.3.1.2.4 del presente decreto.”


� “ARTÍCULO 35. ATRIBUCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN Y DEL MAGISTRADO SUSTANCIADOR. Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que decidan la apelación contra el que rechace el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto o el que rechace la oposición a la diligencia de entrega o resuelva sobre ella. El magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.


Los autos que resuelvan apelaciones, dictados por la sala o por el magistrado sustanciador, no admiten recurso.


A solicitud del magistrado sustanciador, la sala plena especializada o única podrá decidir los recursos de apelación interpuestos contra autos o sentencias, cuando se trate de asuntos de trascendencia nacional, o se requiera unificar la jurisprudencia o establecer un precedente judicial”.


� “ARTÍCULO 2.2.3.1.1.3 De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto. 


Cuando el juez considere necesario oír a aquél contra quien se haya hecho la solicitud de tutela, y dicha persona sea uno de los funcionarios que por ley rinde declaración por medio de certificación jurada, el juez solicitará la respectiva certificación”.


� En Sentencia del 5.12.2019. M.P. Rocío Araujo Oñate (Exp. Nº 2019-04487-00) esta Sección del Consejo de Estado, resaltó la especial protección constitucional de que gozan algunos sujetos, dentro de los que se encuentran las mujeres y los niños.


� Corte Constitucional, Sentencia T-495 del 16.06.2010 M.P., Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


� Manual de Derecho Probatorio, Jairo Parra Quijano, Pg. 156.


�  Sentencia T-469 del 07.12.2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas. “La Corte ha definido el mínimo vital como un derecho fundamental que le permite al individuo vivir de acuerdo con el estilo de vida que lo caracteriza, conforme a su situación económica y todo lo que requiere para vivir dignamente. Sin embargo, también ha precisado que no cualquier variación en los ingresos supone su desconocimiento, debido a que cada persona tiene un mínimo vital diferente, que obedece a la condición socioeconómica alcanzada.”


� Artículo 169. Prueba de oficio y a petición de parte. Las pruebas pueden ser decretadas a petición de parte o de oficio cuando sean útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes. Sin embargo, para decretar de oficio la declaración de testigos será necesario que estos aparezcan mencionados en otras pruebas o en cualquier acto procesal de las partes. //Las providencias que decreten pruebas de oficio no admiten recurso. Los gastos que implique su práctica serán de cargo de las partes, por igual, sin perjuicio de lo que se resuelva sobre costas.
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